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Introducción
Retos y desafíos de la Política de
drogas en Colombia 2023- 2033

El proceso de las políticas públicas tiene un carácter cíclico, el gobierno,
una vez efectuada la intervención, mide los efectos de la misma sobre el
problema y tras observar si este ha concluido o si permanece se
pregunta si es necesario seguir actuando. En caso afirmativo esto daría
lugar a un nuevo proceso de formulación de alternativas.

Las políticas públicas son el conjunto de objetivos,
decisiones y acciones que lleva a cabo un gobierno
para solucionar los problemas que en un momento
determinado los ciudadanos y el propio gobierno
consideran prioritarios”[1].

Las políticas públicas se pueden entender como un
proceso que se inicia cuando un gobierno detecta la
existencia de un problema que, por su importancia,
merece su atención y termina con la evaluación de los
resultados que han tenido las acciones emprendidas
para eliminar, mitigar o variar ese problema. Deben
establecerse dentro de un marco que abarque el bien
común de toda la comunidad, sin distinción de
ideologías ni partidismos, y con la profunda decisión
de que deben ser tomadas con total prescindencia de
intereses privados con vocación de servicio y
esencialmente con transparencia y responsabilidad.

[1] TAMAYO SAEZ, Manuel. (2003); El análisis de las políticas públicas, Universidad Complutense de Madrid, Instituto Universitario Ortiga y Gasset.
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Ahora bien, los retos propios del desarrollo social y económico de los países, junto a las
restricciones de los recursos para abordarlos, someten a una gran presión a todos los
gobiernos del mundo, pues deben elegir muy bien cómo van a gastar sus ingresos, ya que
el principio de escasez de recursos las condiciona. En ese sentido las acciones del gobierno
se plasman en políticas públicas estableciendo un equilibrio entre necesidades, recursos,
objetivos y tiempo y para ello se recomienda que se basen en la evidencia generada por la
investigación científica de mayor calidad puede informar el proceso de diseño, toma de
decisiones, implementación y evaluación de las políticas públicas, con la aspiración de
lograr una mayor eficiencia y efectividad; es decir, para mejorar la relación entre costos y
beneficios, y demostrar la presencia, ausencia y grado de los efectos atribuibles a las e
intervenciones derivadas de las políticas públicas.

La perspectiva de las Políticas Publicas Basadas en la Evidencia ha tomado recientemente
mucho auge, debido al interés de que los gobiernos reemplacen la formulación de las
políticas públicas sustentadas de forma exclusivamente ideológica, por políticas públicas
basadas en investigaciones rigurosas y sistemáticas. En otras palabras, para que los
gobiernos se vuelvan más racionales y estratégicos, y menos prejuiciosos y populistas, sea
cual sea su orientación político-ideológica de base, ya que de lo que tratan las PPBE es de
integrar la mejor investigación para determinar qué funciona. Además, que no lo hace
para atender, disminuir o resolver una problemática relevante dada. Entonces, el enfoque
de las PPBE no se centra en analizar de dónde viene una política, sino en qué puede lograr,
para lo cual es necesario emplear investigación. 

No obstante, a pesar del apogeo tomado por este enfoque en los países desarrollados, su
práctica sigue estando poco implementada, particularmente, porque los gobiernos se
siguen mostrando poco interesados ​​en utilizar las investigaciones en la formulación de las
políticas públicas y porque la toma de decisiones. sigue calculando, en principios
ideológicos, creencias a priori e intereses inmediatos, que muchas veces no interesa
someter a prueba[2].

La formulación de políticas públicas basada en evidencia se define como un proceso
mediante el cual se consultan múltiples fuentes de información, incluidas estadísticas,
datos y las mejores evidencias y evaluaciones disponibles emanadas de investigaciones,
antes de tomar la decisión de planificar, implementar y (cuando sea relevante) modificar
las políticas públicas y los programas (OECD, 2020)[3].

[2] Merino, M. (2010). Problemas, decisiones y soluciones: Enfoques de política pública . México: CIDE
[3] OECD (2020), Improving Governance with Policy Evaluation: Lessons From Country Experiences, OECD Public Governance Reviews, OECD Publishing, Paris,
https://dx.doi.org/10.1787/89b1577d-en.
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Aumentar la capacidad de los gobiernos de adoptar un enfoque basado en evidencia para la
formulación de políticas públicas es parte fundamental del fomento de la buena gobernanza
pública orientada a lograr objetivos sociales amplios, como promover el desarrollo sostenible o
mejorar el bienestar. El objetivo de la formulación de políticas públicas basada en evidencia es
facilitar que los gobiernos sean ágiles y con capacidad de respuesta y que estén preparados
para abordar retos políticos complejos y, en ocasiones, “perversos”.  

Si bien es factible que las políticas se basen en la evidencia, a menudo aún es difícil lograr una
conexión eficaz entre la oferta y la demanda de dicha evidencia en el proceso de formulación de
políticas públicas. Muchos gobiernos carecen de la infraestructura requerida para desarrollar
conexiones que resulten tan eficaces. En la práctica, los formuladores de políticas públicas
también tienden a tener competencias y capacidades limitadas (tiempo, acceso, incentivos)
para generar y/o utilizar investigación científica y datos estadísticos. 

https://dx.doi.org/10.1787/89b1577d-en
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Por otra parte, en un contexto en el que resulta cada vez más importante justificar el uso de
los recursos públicos con evidencia veraz, la forma como esta se recaba, aplica e integra
en los procesos de toma de decisiones es un elemento esencial para determinar la
naturaleza y el impacto de una política pública (Parkhurst, 2017[4]). Se ha vuelto
imprescindible consultar múltiples fuentes de información y actores antes de poner en
marcha una política, un programa o un servicio públicos (OECD, 2020)[5]. De hecho, la
participación de diversos actores en los procesos de formulación de políticas contribuye a
garantizar que se tomen en consideración la pertinencia y el contexto de las políticas
públicas emergentes.

Este documento hará un análisis de las políticas públicas que ha tenido Colombia para
afrontar el tema de las drogas y los Retos y desafíos que tiene la actual  Política de drogas
en Colombia 2023- 2033. ´Sembrando vida desterramos el narcotráfico'. 

[[4] Parkhurst, J. (2017), The politics of evidence : from evidence-based policy to the good governance of evidence, Routledge, London, http://researchonline.lshtm.ac.uk/3298900/
(accessed on 23 November 2018).
[5] OECD (2020), Improving Governance with Policy Evaluation: Lessons From Country Experiences, OECD Public Governance Reviews, OECD Publishing, Paris,
https://dx.doi.org/10.1787/89b1577d-en.
[6] ODC (2023). Observatorio de Drogas de Colombia, a partir de información de Ministerio de Defensa Nacional, resultados de erradicación manual más aspersión para el periodo
2012 a 2022. https://www.unodc.org/documents/crop-monitoring/Colombia/INFORME_MONITOREO_COL_2021.pdf
[7] https://www.minjusticia.gov.co/programas/observatorio-de-drogas-de-colombia
[8] Comisión Asesora para la Política de Drogas en Colombia . (2015). Lineamientos para un nuevo enfoque de la política de Drogas en Colombia . Bogotá.
[9] Scoppetta, O. (2010). Consumo de drogas en Colombia, características y tendencias. Dirección Nacional de Estupefacientes, Observatorio de Drogas de Colombia. Recuperado
de: http://www. academia.edu/1875383/Consumo_de_drogas_en_Colombia_caracteristicas_y_tendencias.
[1] CONPES (2021). Disponible en https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/4101.pdf

Planteamiento del problema

Colombia ha realizado una enorme inversión en términos humanos y económicos para
combatir el narcotráfico. Aunque no existe una cifra oficial sobre el gasto en la lucha contra
las drogas, el Observatorio de Drogas de Colombia (ODC, 2023)[6] estima que, en
promedio, el gasto anual es de 3,8 billones de pesos, alcanzando así en los últimos 20 años
una inversión aproximada de 76 billones de pesos. Si bien, en el camino se han obtenido
resultados, lo cierto es que no se han alcanzado los dos principales objetivos: reducir la
oferta y la demanda de drogas ilícitas. Pese a que entre el 2012 y el 2022 se erradicaron
forzosamente 843.9056 hectáreas de coca, el área sembrada para este periodo se
incrementó en un 327% (ODC, 2023). En 2022, Colombia alcanzó las 230.000 hectáreas de
coca y una producción potencial de 1.738 toneladas métricas de cocaína (UNODC-SIMCI7,
2023)[7]. 

Un análisis de las tendencias de consumo de sustancias psicoactivas (SPA) entre 1990 y
2013 permite identificar cinco patrones específicos de evolución que describen de manera
precisa la situación actual del tema en el país[8]. El análisis toma en cuenta los resultados
de los estudios nacionales de los años: 1992 y 1996 (Dirección Nacional de Estupefacientes),
2001 (Programa Presidencial Rumbos), 2003 (Ministerio de la Protección Social), 2004
(Ministerio de la Protección Social - CICAD/OEA), 2008 (Estudio Nacional de Consumo de
Sustancias Psicoactivas en Colombia) y 2013 (Estudio Nacional de Consumo de Sustancias
Psicoactivas en Colombia). Los cinco patrones encontrados son: El consumo tiende al
aumento; el consumo es más frecuente en jóvenes de zonas urbanas; el consumo se inicia
a edades cada vez más tempranas; las mujeres tienden a igualar el consumo de los
hombres y aparecen y toman fuerza en el mercado nuevas sustancias[9].

Según el Observatorio de Drogas de Colombia – ODC- el país ha tenido un incremento del
5,1% al 8,7% en el consumo de cualquier sustancia ilícita (marihuana, cocaína, basuco,
éxtasis o heroína) entre 1996 y 2019(ODC, 2023)[10]. 

http://researchonline.lshtm.ac.uk/3298900/
https://dx.doi.org/10.1787/89b1577d-en
https://www.minjusticia.gov.co/programas/observatorio-de-drogas-de-colombia


A estos resultados se suman algunos efectos no deseados, como el aumento de la
conflictividad en los territorios, las afectaciones a los derechos humanos y a la salud
pública –especialmente de personas con mayores vulnerabilidades socioeconómicas–,
impactos negativos en el ambiente y el enriquecimiento de los grupos criminales
vinculados al narcotráfico. Respecto a esto último, los elevados precios de las drogas –
debido en parte a su estatus ilegal–, su alta demanda y los bajos costos de producción,
han generado un lucrativo y atractivo mercado negro. Solamente en 2019 los recursos
generados por el narcotráfico alcanzaron los 31.000 millones de pesos, equivalente al 2,9 %
del PIB (Gobierno nacional, CONPES 2021[10]). Uno de los principales problemas de las
políticas de drogas es que se han centrado en la reducción de la oferta a partir de
estrategias de tipo militar, criminal y punitivo, que atacan las manifestaciones del
narcotráfico, pero dejan en segundo plano sus causas estructurales, que en su mayoría se
remiten a vulnerabilidades de las comunidades y de las personas que usan sustancias
psicoactivas. 

De otro lado, los índices de violencia y afectación del medio ambiente asociados a los
cultivos ilícitos, siempre han estado elevados.  Según la Comisión para el Esclarecimiento
de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición (CEV), 450.664 personas perdieron la vida a
causa del conflicto armado entre 1985 y 2018. Los grupos paramilitares fueron responsables
del 45% de esas muertes; los grupos guerrilleros, del 27%,y los agentes estatales, del 12%.[11].
En relación con el medio ambiente en Colombia para el 2010 se habían deforestado más
de un millón de hectáreas de bosques, una gran parte para la siembra de cultivos ilícitos
(UNODC, 2020)[12].. Los precursores químicos para la producción de drogas ilícitas, son
también un factor altamente contaminante y de esto poco se ha estudiado. 

[10] CONPES (2021). Disponible en https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/4101.pdf
[11]International Crisis Group (2021). Deeply Rooted: Coca Eradication and Violence in Colombia. Disponible en https://www.crisisgroup.org/es/latin-america-
caribbean/andes/colombia/87-deeply-rooted-coca-eradication-and-violence-colombia
[12] OficinadelasNacionesUnidascontralaDrogayelDelito-UNODC(2020).Monitoreodeterritoriosafectadosporcultivosilícitos2019.
[13] Acevedo Gómez, D. (2018). LA POLÍTICA DE DROGAS EN COLOMBIA 2000-2015 Un análisis desde el Marco de Coaliciones Promotoras. Trabajo de investigación presentado
como requisito para optar al título de Magister en Gobierno y Políticas Pública. Disponible en: Aumentar la capacidad de los gobiernos de adoptar un enfoque basado en evidencia
para la formulación de políticas públicas es parte fundamental del fomento de la buena gobernanza pública orientada a lograr objetivos sociales amplios, como promover el
desarrollo sostenible o mejorar el bienestar. El objetivo de la formulación de políticas públicas basada en evidencia es facilitar que los gobiernos sean ágiles y con capacidad de
respuesta y que estén preparados para abordar retos políticos complejos y, en ocasiones, “perversos”. 
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Identificando algunos antecedentes de la regulación de las drogas en Colombia, fue bajo el
gobierno conservador del Presidente Marco Fidel Suárez que se expidió la Ley 11 de 1920, la cual
reguló entre otras drogas la marihuana, con el fin de prohibir su venta e importación, de modo
que tan solo mediante receta o prescripción médica se pudiera acceder a ella, y no será sino
hasta 1928 -siendo Presidente de la República el también conservador Miguel Abadía Méndez-,
que con la Ley 118 comienzan a aplicarse sanciones en la materia[13]. 

Otro hito importante ocurrió durante el gobierno del presidente Belisario Betancur Cuartas (1982-
1986) cuando se expidió la Ley 30 de 1986, por medio de la cual se adoptó el Estatuto Nacional de
Estupefacientes, y que ha sido la base sobre la cual se orientan la política de drogas en
Colombia.

Antecedentes y análisis de Política Pública en materia
de Drogas en Colombia 

https://bdigital.uexternado.edu.co/server/api/core/bitstreams/4a783c6e-a7a4-4b87-b1ae-a27a51dfcb04/content
https://bdigital.uexternado.edu.co/server/api/core/bitstreams/4a783c6e-a7a4-4b87-b1ae-a27a51dfcb04/content
https://bdigital.uexternado.edu.co/server/api/core/bitstreams/4a783c6e-a7a4-4b87-b1ae-a27a51dfcb04/content
https://bdigital.uexternado.edu.co/server/api/core/bitstreams/4a783c6e-a7a4-4b87-b1ae-a27a51dfcb04/content
https://bdigital.uexternado.edu.co/server/api/core/bitstreams/4a783c6e-a7a4-4b87-b1ae-a27a51dfcb04/content


En general la evolución histórica de la política de drogas en el país ha respondido a la
tendencia general de las normatividades internacionales, particularmente en lo que
respecta al derecho penal y han estado influenciadas por los EE..UU, convirtiendo las leyes
en “tratados vinculantes, que a su vez no sólo han reforzado las tendencias
prohibicionistas, sino que además ha condicionado fuertemente todas las políticas
nacionales, pues ha excluido o marginalizado, las otras opciones en este campo”
(Uprimmy & Guzman, 2011, p.6)[14].

Al respecto, Uprimmy & Guzman (2011[15]) han identificado las siguientes etapas en la
normatividad legal con respecto al problema de las drogas en Colombia: 

[14] Uprimny, R., y Guzmán, D. (2011), Política de drogas y situación carcelaria en Colombia. En: Instituto de Asuntos Públicos. Centros de Estudios de seguridad ciudadana.
Revista Electrónica. Debates Penitenciarios N°14. https://www.dejusticia.org/wpcontent/uploads/2017/04/fi_name_recurso_188.pdf
[15] Uprimny, R., y Guzmán, D. (2011), Política de drogas y situación carcelaria en Colombia. En: Instituto de Asuntos Públicos. Centros de Estudios de seguridad ciudadana.
Revista Electrónica. Debates Penitenciarios N°14. https://www.dejusticia.org/wpcontent/uploads/2017/04/fi_name_recurso_188.pdf

SERIE POLICY BRIEF



SERIE POLICY BRIEF



SERIE POLICY BRIEF



De otro lado y con respecto a la evolución que han tenido las Políticas Publicas, entendidas
como conjunto de objetivos, decisiones y acciones que lleva a cabo un gobierno para
solucionar los problemas que en un momento determinado los ciudadanos y el propio
gobierno; consideran prioritarios”[16]. En Colombia estas se propusieron de manera
explícita a partir de 1986 y han estado enmarcadas bajo el concepto de la “guerra contra
las drogas” y el prohibicionismo, influencias por las políticas de los EE.. UU. Solo a partir del
segundo periodo del presidente Juan Manuel Santos (2014- 2018), en relación con la
demanda de drogas, se empezaron a establecer posturas enmarcadas en la salud pública
y los derechos humanos, enfoque este que tuvo un retroceso con la llegada del presidente
Ivan Duque (2018- 2022), pero que actualmente en el gobierno actual (presidente Gustavo
Petro 2023- 2026) ha sido retomado y ampliado a la reducción de la oferta. 

A continuación, se describen las políticas públicas que ha desarrollado el gobierno
colombiano para enfrentar el problema de las drogas, en distintos momentos.

[16] TAMAYO SAEZ, Manuel. (2003); El análisis de las políticas públicas, Universidad Complutense de Madrid, Instituto Universitario Ortiga y Gasset.
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Fuente: tomado de Uprimmy & Guzman (2011)



[”. [17] Pinilla Rodríguez, F. A. y Martínez Bernal, L. L. (2018). Análisis de las políticas de lucha contra las drogas en los Estados Unidos durante el periodo 1981-1989. Universidad
de La Salle. https://ciencia.lasalle.edu.co/negocios_relaciones/68 
[18] Delgado Varela, N. y Matthiesen T. (2000). “El arte político de conciliar”. El tema de las drogas en las relaciones entre Colombia y Estados Unidos. 1986-1994. Revista de
Estudios Sociales, 07, 129-132. http://journals.openedition.org/revestudsoc/29218
[19] Delgado Varela, N. y Matthiesen T. (2000). “El arte político de conciliar”. El tema de las drogas en las relaciones entre Colombia y Estados Unidos. 1986-1994. Revista de
Estudios Sociales, 07, 129-
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La estrategia del presidente Gaviria, contra las drogas, contó con la imagen positiva creada por
el presidente Barco en Estados Unidos en torno a la lucha frontal contra el narcotráfico y logró
ser exitosa por el cambio gradual que se fue dando en torno al tema de la extradición. Al crear el
concepto del narcoterrorismo como algo separado del fenómeno del narcotráfico, Gaviria logró
que este fuera visto como un fenómeno internacional que sólo podía ser resuelto mediante la
unión de los esfuerzos de los países afectados, y al narcoterrorismo como un problema
colombiano al que se le debía encontrar una solución inmediata. Su política antidroga buscaba
acabar con el narcoterrorismo y fortalecer al sistema judicial colombiano como garantía de que
en Colombia se iban a juzgar a los narcotraficantes como se lo merecían. ( Delgado Varela,
2000, pág. 8)[19].

Compromiso de Colombia Frente al Problema Mundial
de las Drogas (1986- 1990) 

Esta la primera política antidrogas oficial, fue implementada a mediado de los años
noventa, durante el gobierno del presidente Virgilio Barco. En ella se propuso “enfrentar y
reducir sistemáticamente las causas y manifestaciones del problema de las drogas
ilegales, mediante la aplicación de mecanismos de participación comunitaria que vinculen
a la sociedad civil en la solución de dicha problemática”. Para alcanzar los objetivos de
dicha política, se plantearon estrategias dirigidas al fortalecimiento de la justicia, cuyos
instrumentos fueron represión y sometimiento; cambios sustanciales en la administración
de la justicia; control e interdicción, compuesto por la erradicación de cultivos ilícitos, la
producción industrial de drogas, la distribución, el lavado de activos y la persecución de los
carteles. Además, se propuso el desarrollo alternativo, entendido como el “Plan de
Desarrollo Alternativo”, la reducción del consumo mediante prevención, rehabilitación y
reinserción social, y la cooperación internacional como línea de acción de la
responsabilidad internacional.  

Durante este periodo, un hito importante fue la promulgación del Estatuto Nacional de
Estupefacientes o Ley 30 de 1986, norma con un carácter evidentemente represivo en
cuanto al uso y comercialización de drogas, que trazó buena parte de la postura del Estado
colombiano en esta materia, y como producto se aumentó la criminalización y el castigo al
consumo.

Es de anotar que durante la presidencia de  Virgilio Barco (1986-1990) se propuso a H.W.
Bush establecer acuerdos para que en la lucha contra las drogas como un asunto
internacional y en ese sentido la Estrategia Andina Contra las Drogas de 1989, propuesta
por los EE..UU, se planteó como una intervención sobre el “tercer mundo” para combatir el
consumo de los países del “primer mundo” (Pinilla y Martínez, 2017)[17].  

Este accionar  gubernamental se fue consolidando con César Gaviria (1990-1994) por las
presiones extranjeras de la lucha contra el narcotráfico, sumadas a la premura del país
para encontrar una solución interna para el problema de las drogas ( Delgado Varela,
2000)[18].

https://bdigital.uexternado.edu.co/server/api/core/bitstreams/4a783c6e-a7a4-4b87-b1ae-a27a51dfcb04/content
https://bdigital.uexternado.edu.co/server/api/core/bitstreams/4a783c6e-a7a4-4b87-b1ae-a27a51dfcb04/content
http://journals.openedition.org/revestudsoc/29218


[”[20] Plan Nacional de Lucha contra las Drogas: Colombia, 1998-2002. DNE.2000
[21] Departamento Nacional de Planeación Dirección de Justicia y Seguridad
Comportamiento e Impácto del Gasto en la Lucha Contra las Droga: 1995 - 1999: República de Colombia, Bogotá D.C., Colombia, 2002
[22] Presidencia de la República, Ministerio de Justicia. Proyectos de Ley para acabar con el narcotrafico y el crimen organizado. Bogotá, 1996.
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Durante este gobierno, tomo fuerza una estrategia que aun actualmente causa controversia,
esta es la destrucción de cultivos ilegales mediante la fumigación aérea empleando el glifosato
como agente químico, el cual se mantuvo presente hasta el gobierno del presidente Juan
Manuel Santos cuando la Corte Constitucional prohibió su uso por los riesgos a la salud que esto
presentaba. 

Compromiso de Colombia frente al problema mundial de la
droga- Plan Nacional de Desarrollo alternativo (PLANTE)

(1994- 1998) 

El siguiente gobierno correspondió al presidente Ernesto Samper Pizano (1994 – 1998) el
cual estuvo salpicado por la entrada de dineros del narcotráfico a su campaña. Mediante
el DECRETO 1956 DE 1995, se adoptó el Plan Nacional: Compromiso de Colombia frente al
problema mundial de la droga, y mediante el cual se consiguió estructurar el Plan Nacional
de Desarrollo Alternativo y se diseñó y se puso en marcha una campaña a través de los
medios masivos de comunicación para la superación del problema de la droga.

El Plan Nacional de Lucha contra las Drogas, estableció como objetivo general la
“reducción progresiva y sistemática de las causas y manifestaciones del problema de las
drogas en forma articulada a la política de paz”. El Plan establece objetivos estratégicos
para los programas de desarrollo alternativo, interdicción, fortalecimiento jurídico e
institucional, reducción de la demanda interna, gestión ambiental y política
internacional[20]. 

En octubre de 1994 el CONPES aprobó el "Programa de Desarrollo Alternativo" , como un
programa especial adscrito a la Presidencia de la República, con el propósito de generar
opciones productivas lícitas, rentables y ambientalmente viables para campesinos e
indígenas involucrados en la producción de coca, amapola y marihuana, que permitieran
superar las condiciones que dieron lugar al establecimiento de dichos cultivos; además,
definió los mecanismos de gestión y coordinación del Plan, así como un claro compromiso
de financiación con recursos internos y de cooperación internacional[21].

Este modelo de intervención contenía tres elementos centrales que se refieren a: i) El
reconocimiento de las particularidades de las poblaciones regionales y de sus sistemas de
producción. ii)Una oferta institucional que promueve proyectos de desarrollo
socioeconómico, de tipo regional y acompañados por inversiones complementarias en
dependencia de los requerimientos de los proyectos y en el marco de la cadena
agroalimentaria. iii)La convocatoria a la participación de la institucionalidad rural y del
sector privado para la construcción participativa de Planes Regionales de Desarrollo
Alternativo[22]. 

https://bdigital.uexternado.edu.co/server/api/core/bitstreams/4a783c6e-a7a4-4b87-b1ae-a27a51dfcb04/content


[23] Borrero, C., 2000, “A propósito del Plan Colombia: El imperio Contraataca”, en http:// www.cinep.org.co
[24] DIRECCIÓN NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES (1999) PROBLEMÁTICA DE LAS DROGAS EN COLOMBIA Memorias del Seminario. Disponible en
http://www.mamacoca.org/docs_de_base/Consumo/Docs_Obs_Drogas_DNE/Plan_Nacional_de_Lucha_Contra_las_Drogas_Colombia_1998-2002.pdf
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Durante el gobierno del presiente Pastrana (1998- 2002) además de haberse dado inicio al Plan
Colombo, para enfrentar la oferta de drogas, también se implemento “El Plan Nacional de Lucha
contra las Drogas: Colombia 1998-2002” [24] el cual tuvo como objetivo fundamental reducir
progresiva y sistemáticamente las causas y manifestaciones del problema de las drogas en
forma articulada a la política de paz. El Plan proponía diferentes áreas de intervención frente a
las cuales se han formulado seis objetivos estratégicos: 1. Desarrollo Alternativo está orientado a
reducir la participación de la población afectada por los cultivos ilícitos, como medio de
subsistencia, y articularla en la construcción de alternativas sociales y económicas lícitas,
generando condiciones favorables para el Proceso de Paz en Colombia. 2. Reducción de la
Oferta de Drogas está dirigida a combatir la producción, el tráfico y la distribución de
estupefacientes, así como la infraestructura que sirve de soporte al negocio de las drogas
ilícitas. 3. El Fortalecimiento Jurídico e Institucional busca fortalecer los instrumentos jurídicos y
operativos de las instituciones del Estado para combatir las organizaciones del narcotráfico y las
diversas manifestaciones del problema de la droga.  4. La Reducción de la Demanda está
encaminada a controlar el consumo de drogas ilícitas, la tendencia creciente del uso indebido
de las lícitas y ofrecer alternativas de tratamiento, rehabilitación y reinserción social a
farmacodependientes. 5. Gestión Ambiental busca fomentar la conservación ecológica y el
desarrollo integral sostenible en regiones de cultivos ilícitos y alto riesgo de incidencia. 

Plan Colombia (1998- 2010)[23]

Desde la perspectiva de la lucha antidrogas del gobierno de Andrés Pastrana (1998-2002),
se puso en marcha, en diciembre de 1.999, un sugestivo programa denominado Plan
Marshall, concebido como “un plan para la paz, la prosperidad y el fortalecimiento del
Estado”. 

El Plan Colombia, como posteriormente fue denominada, se constituyó en una estrategia
integral de cooperación bilateral, cuyo objetivo general es combatir las drogas ilícitas y el
crimen organizado, para así contribuir a la reactivación económica y la consecución de la
paz en Colombia, al tiempo que se fortalece el control sobre la oferta de drogas ilícitas en
las calles norteamericanas. Este acuerdo está basado en el principio de responsabilidad
compartida, según el cual se reconoce que el problema mundial de las drogas es una
responsabilidad común y compartida por toda la comunidad internacional, que exige una
visión integral y equilibrada para enfrentar la demanda y la oferta de drogas ilícitas. 

El Plan busco fortalecer al Estado y a la sociedad colombiana para la superación de la
amenaza narcoterrorista, en un contexto de fortalecimiento de la democracia y los
Derechos Humanos, a la vez que se mejoran las condiciones sociales y económicas de los
grupos de población más vulnerables al ofrecerles alternativas diferentes a la producción
de drogas ilícitas

Los objetivos del Plan Colombia planteados inicialmente fueron: Lucha contra el problema
de las drogas y el crimen organizado; reactivación económica y social; fortalecimiento
institucional y desmovilización, desarme y reintegración. 

El Plan Colombia, se desarrolló en el país entre los años 1999 y 2010, primero durante el
gobierno de Andrés Pastrana y luego de Álvaro Uribe quien solicito al Gobierno americano
prorrogarlo enmarcada en su política de drogas bajo el lema la Seguridad Democrática. 



[25] Londoño Berrio, HL; Restrepo Parra, A. (2011) Rev. Estudios Políticos: 141-167.  
[26] Londoño Berrio, HL; Restrepo Parra, A. (2011) Rev. Estudios Políticos: 141-167. 
[27] Gobierno Juan Manuel Santos, & FARC-EP. (11 de Noviembre de 2016). OACP. Obtenido de OACP: http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-
yconversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf 

SERIE POLICY BRIEF

En el transcurso de los dos periodos presidenciales, la lucha contra las drogas se desarrolló
desde un enfoque inicialmente enmarcado en la prohibición y en su segundo mandato, se
centró en la salud pública en contraposición a un enfoque de seguridad del gobierno anterior. 
 
De otro lado, con la firma del proceso de paz entre el Gobierno del presidente Santos y la FARC–
EP, “ambas partes reconocen que el problema de las drogas ilícitas debe ser resuelto para la
consecución de una paz estable y duradera y que el narcotráfico está alimentado de la pobreza,
marginalidad y débil presencia institucional, además de la existencia de organizaciones
criminales” (Gobierno Juan Manuel Santos & FARC-EP, 2016)[27]

6. Política Internacional pretende afianzar el papel de liderazgo que tiene Colombia en la
esfera internacional para consolidar, a nivel mundial y hemisférico, los principios de
responsabilidad compartida, integralidad y equilibrio y fortalecer la cooperación en la
materia.

De otro lado y siguiendo la línea del Pastrana, en el Gobierno de Álvaro Uribe Vélez (2002-
2010), la guerra contra el narcotráfico quedó ligada a la política de Seguridad Democrática.
Se planteó la lucha contra el “narcoterrorismo” como el mayor enemigo del Estado y la
droga como el principal financiador de las guerrillas como el ELN y las FARC. En términos de
consumo y producción, el problema se abordó desde la criminalización. En consecuencia,
se buscó hacer una reforma constitucional sobre la dosis personal y la fumigación se utilizó
como una medida contrainsurgente. 

De destacar durante el gobierno del presidente Uribe, la Ley 812 de 2003, la cual establece
el ‘’Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006, hacia un Estado comunitario’’, donde en el
marco de este plan el Consejo Nacional de Estupefacientes orientaría la política de
prevención y tratamiento, además de eso, se indicaba que los bienes incautados al
narcotráfico serían empleados para atender a las personas en condición de drogadicción,
con el fin de suplir sus necesidades clínicas y terapéuticas, con asistencia social correlativa
(Londoño & Restrepo, 2011, p. 146)[25]. En su segundo periodo, hubo un giro nuevamente
hacia una política prohibicionista, con la emisión de la Ley 745 de 2002, donde se  tipifica
como contravención penal el consumo y el porte de dosis personal de estupefacientes o
sustancias que produzcan dependencia, del mismo modo, el enfoque punitivo se es más
notorio con la Ley 1153 de 2007 que pretendió regular “el tratamiento de las pequeñas
causas en materia penal”, para lo cual en el capítulo de las contravenciones penales
“contra la salud pública”, estableció los tipos penales contravencionales de la Ley 745 de
2002, ya que prescribió como penas el trabajo a favor de la comunidad y la multa, así
como el arresto en caso de incumplimiento, además del arresto ininterrumpido de uno a
cuatro años cuando el contraventor tuviere antecedentes penales o contravencionales
(Londoño & Restrepo, 2011, p. 152)[26]. 

Por su parte, el gobierno de Juan Manuel Santos (2010- 2018), dio continuidad a uno de los
ejes promovidos en la política antidrogas del presidente Uribe la Seguridad Democrática,
dado que el objetivo principal se caracterizó por consolidar la paz y mantener una
estabilidad, generando el desarrollo social y económico que se había visto estancado por
el crecimiento acelerado del narcotráfico que genera una desestabilización política, social
y económica. Durante los años 2010-2015 el Estado colombiano tuvo que mantener su
lucha constante contra el narcotráfico, renovando sus estrategias e implementando
nuevas reformas y políticas que evitaran el crecimiento acelerado de este fenómeno, antes
de dar comienzo al tan anhelado proceso de paz. 
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El acuerdo final de paz resalta el problema del narcotráfico como un problema ligado al
conflicto interno del país, de igual modo resalta que también obedece a que “en parte a la
existencia de condiciones de pobreza, marginalidad, débil presencia institucional, además
de la existencia de organizaciones criminales dedicadas al narcotráfico” (Gobierno Juan
Manuel Santos & FARC-EP, 2016), hacen que el narcotráfico y las drogas sean un negocio
muy dinámico, que logra atraer cada vez más y más adeptos, desde narcotraficantes
hasta consumidores, debido a ello el gobierno y las FARC-EP, establecieron que estos
fenómenos se deben diferenciar en su tratamiento para lucha contra las drogas y el
narcotráfico, dando un trato diferenciado a consumidores, cultivadores y grupos o
personas que se encuentran involucradas en el fenómeno de las drogas ilícitas.

Con la distinción y tratamiento diferenciado de las diferentes partes que se encuentran
involucradas dentro del fenómeno del narcotráfico, se pretende atacar de una manera
más efectiva dicho fenómeno. Respecto al consumo, en el acuerdo final de paz se resalta
que se debe atacar como un fenómeno de salud pública, donde debe haber un
compromiso mutuo entre las organizaciones e instituciones encargadas de este
fenómeno, familias, comunidades, autoridades, entre otros, donde se pueda promover una
política pública de salud para los afectados, para que puedan tener una atención integral
y que tengan de igual manera una inclusión social, esto será realizado por medio de
diferenciación de género, edad y gravedad, para que sea ejecutado de manera más
efectiva (Gobierno Juan Manuel Santos & FARC-EP, 2016)[28]

Pese los avances logrados en el acuerdo de paz con respecto al nuevo enfoque para
manejar el problema de las drogas en el país, con la salida del presidente Santos del
gobierno y la llegada del presidente Duque, estas iniciativas se congelaron. 

Si hay que anotar que complementariamente a la política antidrogas del presidente
Santos, durante su gobierno se emitió la Política nacional para la reducción del consumo
de sustancias psicoactivas y su impacto- 2007[29], orientada a la reducción de la
demanda de drogas y que contemplaba acciones en prevención, mitigación y superación
de los riesgos y daños asociados.  

Ruta Futuro (2018- 2022)[30]

Con el arribo del presidente Iván Duque Márquez como candidato de Centro Democrático,
liderado por el expresidente Álvaro Uribe Vélez, se retoma de manera aún más firme la
criminalización del consumo de drogas, y esto se ve reflejado en la política integral de la
lucha contra las drogas denominada como “Ruta futuro”. Esta Política Integral para
Enfrentar el Problema de las Drogas considera los derechos humanos, la salud pública, la
seguridad ciudadana, el desarrollo territorial, desarrollo humano y el ordenamiento
ambiental como enfoque fundamentales y se fundamenta en cuatro pilares estratégicos y
uno transversal: PILAR 1. Reducir el consumo de sustancias psicoactivas y su impacto; PILAR
2. Reducir la disponibilidad de droga; PILAR 3. Desarticular y afectar a las estructuras
criminales y PILAR 4. Afectar las economías y rentas criminales .

http://www.biblioteca.cij.gob.mx/Archivos/Materiales_de_consulta/Drogas_de_Abuso/Articulos/Politica_de_reduccion_en_Colombia.pdf
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El quinto pilar corresponde a la transformación del territorio, en un modelo de tránsito a las
economías lícitas y cuenta con cinco objetivos transversales a los pilares anteriormente
referidos que actúan como acelerador del desarrollo así: 1. Generar condiciones territoriales
para impulsar las economías lícitas rurales y urbanas, en un marco de sostenibilidad
ambiental; 2. Posicionar a nivel internacional la Política Integral para Enfrentar el Problema
de las Drogas, y gestionar el apoyo de cooperantes y sector privado para la
implementación de ésta; 3. Impulsar la coordinación y la articulación institucional para el
cumplimiento de las metas estratégicas; 4. Impulsar la generación de conocimiento,
seguimiento y evaluación de la Política Integral para Enfrentar el Problema de las Drogas; 5.
Asegurar la disponibilidad de sustancias sometidas a fiscalización y el acceso a ellas con
fines exclusivamente médicos y científicos, e impedir su desviación .

Esta política de drogas nace de un amplio proceso de diálogo y participación de
comunidades a lo largo y ancho del país, especialmente de los territorios con mayor
afectación por el conflicto armado y el narcotráfico, así como de la articulación con las
distintas entidades del Estado y la constante interlocución con la comunidad internacional
y la sociedad civil.

La perspectiva planteada en esta política busca concitar el interés global y la voluntad de
América Latina para transitar hacia una agenda concertada, basada en el respeto y
protección de los derechos humanos y la construcción de paz. Bajo el principio de
responsabilidad común y compartida, la política reconoce que esta es una problemática
mundial, que no solo atañe a los países donde hay cultivos de uso ilícito o aquellos
afectados por el tránsito, sino también donde se encuentran los mayores niveles de
consumo.

La Política Nacional de Drogas de Colombia 2023-2033 reconoce que, a pesar de los
esfuerzos realizados por más de medio siglo de lucha contra las drogas, los resultados no
han sido los esperados. La producción de drogas ilegales está en sus máximos históricos,
la demanda mundial de viejas y nuevas sustancias psicoactivas se ha incrementado y las
redes criminales continúan expandiendo sus ganancias. Colombia ha pagado una cuota
muy alta no solo en términos económicos, sino de vidas humanas y afectación al
ambiente. Se cuentan por miles las víctimas, muchas de ellas campesinos, mujeres,
jóvenes, grupos étnicos, y miembros de la fuerza pública, así como los impactos al
ambiente. Colombia reconoce que el paradigma actual no puede seguir sin
modificaciones. Por eso, busca transitar hacia una Política Nacional de Drogas cuya
prioridad será el cuidado de la vida y del ambiente, poniendo en primer lugar los derechos
humanos, la salud pública y la consolidación de la paz. Esto, sin dejar de lado el
compromiso del Estado de afectar las capacidades y finanzas de las organizaciones
criminales. 

La actual política, abarca una gran cantidad de políticas, planes y programas sectoriales e
intersectoriales liderados e implementados por otras carteras, los cuales inciden de
manera directa o indirecta en el logro de los objetivos propuestos en la Política Nacional de
Drogas. La política de drogas adopta como su enfoque central el cuidado de la vida y el
ambiente, desde una perspectiva integral y comprensiva, que toma en cuenta y aborda los
distintos componentes del fenómeno para desterrar el narcotráfico. Basa sus principios,
objetivos y desarrollo, en los enfoques de derechos humanos; salud pública; seguridad
humana; construcción de paz; ambiental; género; diferencial y de sujetos de especial
protección, y territorial. En el siguiente cuadro se identifican y definen los enfoques. 

Política de drogas en Colombia 2023- 2033. ´Sembrando vida
desterramos el narcotráfico'. 



Con respecto al último eje, en el marco del enfoque territorial se establece 10 principios que
delimitan la forma de intervención de la política en los territorios: intervención a escala
territorial; intervenciones zonificadas; desarrollo rural; progresividad, participación
comunitaria; coordinación e integralidad; tecnificación e innovación; asociatividad;
priorización en la intervención y voluntad comunitaria. 

Es de anotar que la actual política, tiene de fondo el cumplir con el Acuerdo Final para la
Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera firmado por el
Estado Colombiano y las FARC E.P., a cuya suscripción se llegó en parte por el concurso de
la comunidad internacional y  hace referencia a la necesidad de desarrollar una nueva
visión que aborde las causas y consecuencias del fenómeno de las drogas, entendiendo a
estas como un problema sistémico relacionado con el desarrollo, la construcción de paz y
la garantía de los derechos humanos. Esta nueva forma de pensar la política de drogas
implica especialmente la construcción de “[…] alternativas que conduzcan a mejorar las
condiciones de bienestar y buen vivir de las comunidades —hombres y mujeres— en los
territorios afectados por los cultivos de uso ilícito; que aborde el consumo con un enfoque
de salud pública […]” (Gobierno Nacional, 2016) y de derechos humanos. 
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El Acuerdo de Paz se centra en la necesidad de la formulación de una política de drogas
que esté basada en la evidencia científica, en la inclusión de procesos amplios de
participación de la sociedad civil, en el desarrollo e implementación de los enfoques de
género, étnico y territoriales, y tratamiento penal diferenciado para los eslabones más
débiles de la cadena del narcotráfico. En este sentido, la Política Nacional de Drogas
recoge todos los principios y decisiones definidos en el punto cuatro del Acuerdo de Paz, su
estructura, contenido y principales acciones.

Esta política, solo esta esbozada y aún le falta el plan de acción, donde se explicite que se
va a hacer, como se va hacer, con que presupuestos se va a desarrollar, como se va a
evaluar y además quien vigilara su cumplimiento. 

A partir de lo expuesto, es claro que Colombia ha transitado históricamente por políticas
prohibicionistas frente a las drogas, sin duda, los gobiernos durante este periodo de
estudio no han tenido una apertura genuina a otras formas alternativas de atender el
asunto de la droga, razón por la cual, los cambios en el enfoque son cruciales, toda vez que
de esta forma, el Estado colombiano se acompasaría a las dinámicas globales que buscan
salidas alternativas a los problemas de las drogas en Colombia.

Es evidente el fracaso de las luchas contra las drogas en los diferentes gobiernos, puesto
que el problema del consumo y del narcotráfico están latentes en la sociedad colombiana,
por esta razón, es necesario reevaluar las posturas frente al tema, es importante que las
decisiones sean adoptadas a partir la evidencia científica, y no a partir de posturas
morales o populistas.

Las estadísticas sobre drogas en Colombia son evidencia para argumentar que el
problema de la creciente oferta y demanda de sustancias psicoactivas no ha sido
controlado con las políticas públicas que el gobierno colombiano ha implementado bajo el
enfoque promovido por los EE..UU de guerra contra las drogas. 

La política actual 2023- 2033, ´Sembrando vida desterramos el narcotráfico', rompe con los
paradigmas anteriores que orientaban las políticas de drogas en el país. En materia de
reducción de la demanda de drogas no plantea novedades, pues mantiene lo que la
evidencia científica ha orientado con respecto a la prevención, tratamiento, rehabilitación
y reducción de daños, manteniendo un enfoque comprensivo enmarcado en los derechos
humanos y la salud Publica y considerando las vulnerabilidades individuales y
socioambientales. 

Con respecto a reducción de la oferta, donde la evidencia científica aún es muy pobre, se
plantean líneas de intervención novedosas y “disruptivas” y a las cuales hay que darles la
oportunidad de aplicarse y evaluar su eficacia. En este sentido se recomienda que antes
de escalar estas líneas de acción a nivel nacional y aprovechando el enfoque territorial
planteado también en la política, se realicen pilotajes y en caso que funcione, si escalarlo y
asumirlo dentro de las estrategias generales de esta política. 

Entre los retos y desafíos que plantea la actual política se pueden plantear los siguientes: 

Retos y desafíos 
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Según la Guía para la formulación e implementación de políticas públicas del Distrito
(Secretaría Distrital de Planeación, 2017)[31], se define una política pública como un
ejercicio de planeación a largo plazo mediante la concertación y cocreación con actores
interesados, cuyo fin último es la transformación de realidades sociales. Así, una política
pública se concreta especialmente a través de planes, programas y proyectos. No
obstante, es mucho más que la suma de estos, ya que reúne en su conjunto objetivos,
acciones y decisiones propuestas y ejecutadas por el sector público y la sociedad en
general, lo que la convierte en un marco estratégico que sobrepasa los gobiernos (Di
Virgilio & Solano, 2012)[32]. En términos generales, los programas son intervenciones
directas que buscan generar cambios sobre una realidad social identificada en la política
pública. A su vez, los programas pueden estar compuestos por uno o varios proyectos, que
constituyen la unidad mínima a la que le son asignados recursos. Los programas y
proyectos pueden contar con una población objetivo, un ámbito territorial y tiempos de
ejecución generalmente articulados con los instrumentos de planeación a mediano y a
corto plazo, como lo son: el Plan de Desarrollo Distrital (PDD), los planes territoriales y los
Planes Operativos Anuales (POA). No obstante, la dimensión y el alcance de la intervención
diseñada pueden llevar a que el desarrollo de estos se realice en un horizonte temporal a
largo plazo. En la gestión pública, es deseable que las políticas, los planes, los programas y
los proyectos estén articulados, de manera que cada uno de ellos sea susceptible de
seguimiento y evaluación, individualmente o en conjunto.

El plan de acción es una herramienta que surge de la construcción de la política pública,
clarifica su implementación y establece el marco de referencia para su seguimiento y
evaluación. El plan de acción refleja el encadenamiento de los productos, resultados,
metas e indicadores, a los objetivos específicos y al objetivo general de cada política,
puntualizando los acuerdos y compromisos de las entidades responsables y
corresponsables de las intervenciones y las formas de articulación intersectorial. Así
mismo, el monitoreo al plan de acción se constituye en una herramienta útil para la toma
de decisiones y como mecanismo de rendición de cuentas para la ciudadanía.

De otro lado, es fundamental que las acciones propuestas estén basadas en la evidencia.
Es decir que lo que se proponga haya sido evaluado y haya mostrado su eficacia y su
seguridad. Para conseguirlo es necesario la participación desde el inicio de los
investigadores, quienes harán los aportes proveyendo de información producto de las
investigaciones a los formuladores de la política y el plan de acción, cuidando que lo que
allí se proponga tenga sustento científico y en el caso que no haya evidencia (como en el
caso de acciones para controlar la oferta) orientar el desarrollo de proyectos pilotos,
sistematizar su implementación y evaluar los resultados e impacto, buscando adema
minimizar los riesgos que pudieran advertirse con la puesta en marcha de las acciones. 

Proponer acciones basada en evidencia es de suma importancia más aún cuando en el
ejercicio de lo público es frecuente identificar necesidades o situaciones sociales en las
que el diseño de intervenciones se ve limitado respecto a la información disponible para la
elaboración de un diagnóstico previo suficiente; o generalmente no cuentan con un
respaldo de causalidad sobre el que debería construirse la intervención. En este sentido, los
efectos esperados de una intervención no pueden entenderse como independientes de los
procesos de formulación e implementación, y la evaluación en este punto es un
instrumento transversal de apoyo en cada etapa del ciclo de las políticas públicas y del
proceso de valor agregado de las mismas (AEVAL, 2015)[33].

 



[34] Velez, R (2010). Políticas públicas y gobierno público en Medellín: Estrategias de consolidación del derecho público con perspectiva territorial. Medellín. Univ. Autónoma
Latinoamericana. 
[35] Torres-Melo, J., & Santander , J. (2013). Introducción a las políticas públicas: conceptos y herramientas desde la relación entre Estado y ciudadanía. Bogotá: IEMP
Ediciones.
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La construcción de las políticas públicas en Colombia está menguada por directrices
administrativas por medio de la normatividad y la inversión pública, involucrando no solo
los enfoques administrativo y burocrático del Estado Social de Derecho, sino considerando
que la gobernabilidad y la descentralización tienen un papel importante en la articulación
del Estado con la sociedad y con el territorio. De igual forma, la descentralización se
relaciona con la política pública en la configuración de escenarios territoriales propios
para la implementación, y constituye la dirección y normatividad que se establece entre el
centro y las regiones: “La descentralización establece vínculos de los territorios con la
política pública nacional, lo cual implicara  que, en el nivel regional y municipal del Estado,
aplican tipos de políticas públicas, relacionadas con factores gubernamentales y
"financieros”  que garantizan la unidad administrativa del Estado colombiano” (Vélez, 2010,
p. 40)[34].

De otro lado, el alcance de la Política, las Estrategias y el Plan de Acción deben obedecer a
un análisis de alternativas y la proyección de escenarios, que consideren los diferentes
contextos bajo los cuales se implementará la política (contexto institucional, normativo,
político, cultural, social, económico, ambiental, participativo, financiero, entre otros) y
reconociendo las mejores posibilidades en el marco de soluciones innovadoras a nivel
tecnológico, técnico y de buenas prácticas; de organización y transformación cultural y
sectorial que promueva un alto sentido de responsabilidad por la   reducción de la oferta y
la demanda y con enfoque diferencial. 

En este sentido, Colombia es considerada un Estado Social de Derecho por la Carta
Constitucional de 1991 que, además de propiciar la transformación social, permite
reflexionar acerca de las condiciones institucionales propias de la administración pública.
Las políticas públicas a partir de este referente retoman elementos como la planeación
"fiscal, el ordenamiento territorial, el gasto e inversión pública para su elaboración.

Las políticas públicas como respuesta a los problemas públicos deben permitir la
evolución positiva de los mismo a través de mecanismos de acción concretos, de no ser
así el objetivo de las políticas estaría siendo menguado por intereses de corte político que
dificultan el avance de las situaciones problemáticas transformando la construcción de las
políticas en ciclos repetitivos sin mayores alcances. 

En el caso de los documentos de políticas públicas, son consideradas como los
instrumentos principales, con los cuales los estados formulan líneas de acción para
cambiar una realidad detectada, situación o comportamiento que los afecte. En este
sentido su análisis contribuye al estudio del estado, al proponer razonamientos cada vez
más equilibrados para el logro de los objetivos públicos, conforme la participación permita
a los múltiples actores sociales, hacer parte efectiva en el ciclo de las políticas públicas
(TorresMelo & Santander , 2013[35]) Al respecto es entendido dicho ciclo como el marco
analítico con el cual se pretende comprender los direccionamientos estratégicos,
mediante el entendimiento de los diferentes procesos de formulación, que a través de
etapas generan una serie de productos, entre ellos el seguimiento y con posterioridad la
evaluación. Para ello con la implementación de la Constitución Política de 1991 cimentó
herramientas fundamentales del buen gobierno, al generar las bases hacia el
fortalecimiento de la gestión pública orientada a resultados a través de la gestión integral
con participación ciudadana y la mejora de la capacidad institucional. 

La necesaria descentralización para poder desarrollar el
Enfoque Territorial
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En este sentido exige a la institucionalidad, no solo el resultado en el presente sino también
el desarrollo potencial prospectivo fundamentado en cinco elementos estratégicos:
planeación y áreas estratégicas de resultados, desarrollo de un marco multianual para
que las decisiones se tomen a luz de objetivos de mediano plazo, asignación de recursos
consiente de acuerdo con dicho marco, especificar los resultados de gestión esperados en
términos de metas y evaluar la efectividad de los programas. (Departamento Nacional de
Planeación, 2020)[36]

Sin duda en la actual política se explicita esta estrategia, pero el reto será como llevarla a
la práctica y esto implicará: una construcción de un plan de acción por regiones a partir
del diagnóstico que tienen y la priorización de sus necesidades, haciendo un
acompañamiento técnico para su elaboración, implementación, seguimiento y evaluación,
dotándolos de los presupuestos necesarios para el alcance de las metas establecidas y
vigilando el cumplimiento del mismo.

Legitimación de la política en el Estado y el fortalecimiento de
la gobernabilidad

La Corte Constitucional por medio de la jurisprudencia en la Sentencia T-760 de 2008
conlleva a que se posibilite el paso de la ambigüedad y el simbolismo de las políticas
públicas al hecho fáctico enmarcado en la eficacia, el goce efectivo de los derechos y la
participación ciudadana, asumiendo el papel de ordenador, supervisor y regulador de la
implementación de dichas políticas en el país buscando evitar la brecha entre lo que debe
ser y lo que es.

Esta concientización es necesaria porque la democracia participativa es un proceso de
tipo sociopolítico, en el que diversos grupos organizados y personas, se involucran en la
planeación, en la toma de decisiones públicas, en la ejecución y en el control de los
programas; por esto, sin conciencia no existe una correcta participación política ya que
ignorar las implicaciones de la decisión imposibilita la correcta toma de decisión.

En este sentido las políticas públicas no debían reducirse sólo a las políticas
gubernamentales, toda vez que las políticas como cursos específicos de acción conforman
un espectro más amplio, donde se incluyen las expectativas de los diversos actores
sociales y no sólo la perspectiva gubernamental” (Aguilar, 2010)[37]. Las verdaderamente
públicas serían las que resultaran de las distintas organizaciones sociales y grupos de
interés, no así las emanadas de los círculos gubernamentales para las que el análisis de
políticas mantendría recelos para concederles esa calidad, además de otorgarles plena
confianza y legitimidad. En este sentido la actual política cumple con esta condición. 

Además de la construcción conjunta con grupos de interés, con respeto a la legitimidad,
hay autores que recurren al término como un elemento central para explicar los niveles de
gobernabilidad de las sociedades. De hecho, aquí la legitimidad se convierte en un factor
para hacer gobernables las sociedades, puesto que a la gobernabilidad se le define como
un equilibrio dinámico entre las demandas ciudadanas y la capacidad del gobierno para
darles respuesta, y cuyos elementos constitutivos son eficacia, eficiencia, estabilidad y
legitimidad (Camou, 2001)[38]. 
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En relación con la eficacia y eficiencia, y para evitar que las políticas vayan acompañadas
de ideologías, en la elaboración de las mismas se proponen incluir estrategias y táctica en
su diseño y ejecución, que repercutan en la eficacia, eficiencia y, por supuesto, en el grado
de legitimidad que puedan alcanzar. Para conseguir  esto se hace fundamental que las
políticas estén basadas en la evidencia, armonizando el conocimiento experto con las
expectativas y demandas de los políticos y  de los grupos y ciudadanos para generar los
consensos y fomentar la comprensión política entre gobernantes y gobernados,
optimizando los recursos y garantizando le efectividad y seguridad de la misma, a la hora
de implementar las acciones propuestas[39]. 

Control social y el fortalecimiento de la gobernanza 

Puesto que las políticas son el resultado de un conjunto de intereses y valores decantados
a través del tiempo en patrones institucionales específicos, puede afirmarse que las
políticas públicas —a manera de variable dependiente— son el producto de los modos de
gobernanza presentes en las sociedades contemporáneas.

La gobernanza como categoría de análisis de la ciencia política contemporánea constata
el surgimiento y consolidación de patrones alternativos de arreglos políticos e
institucionales sobre los que se define la organización de los intereses colectivos (Pierre y
Peters 2000)[40]. Se trata, en otras palabras, de lógicas alternativas en la interacción
Estado-mercado-sociedad, a través de las cuales no solo se reconfigura el rol del Estado
dentro del proceso político, sino que se induce una renovación esencial de la democracia,
en términos de una mayor pluralidad y participación (Bevir 2010)[41].

De otro lado la instancia estatal es concebida como una construcción progresiva, “ya no
percibida como una elaboración institucional [estática] sino como un proceso mediante el
cual una sociedad llega a producir y hacer funcionar instituciones” (Calame 2008, 73)[42].
Esto significa que el Estado no es ya necesariamente analizado por su capacidad para
gobernar, sino por su facultad para legitimar las acciones de los distintos actores de la
sociedad (Peters 2007)[43]. Por otra parte, se identifica un nuevo equilibrio que demanda
la incorporación de los distintos actores económicos y sociales al proceso de gobernar, a
través de un sentido de interdependencia en función de sus propias capacidades,
competencias y recursos. La noción de gobernanza implica, por lo tanto, un modo directivo
articulado alrededor de una red de interacciones entre el Estado, el mercado y la sociedad.

En este sentido en la construcción del plan de acción, de la política de drogas 2023- 2033,
se hace preponderante la participación ciudadana como posible veedora de los procesos
secuenciales de la política, permitiendo una efectiva participación de la misma en la
implementación y evaluación de la misma. La actual política incluyo en su diseño a la
sociedad civil y su construcción fue consensuada, queda ahora que esta misma sociedad
participe en la elaboración del plan de acción, teniendo en cuenta uno de los principios
estipulados que es del de la descentralización, de manera que se tenga en cuenta la
particularidad de las regiones en relación con el fenómeno drogas, revisando además la
viabilidad y factibilidad de su implementación. 
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En ese sentido y teniendo en cuenta que las políticas públicas son el producto de los
modos de gobernanza, se asume que todos los aspectos que la estructuran, en términos
de formulación, implementación y evaluación, son a su vez el resultado de las
interacciones entre los distintos actores provenientes del Estado y la sociedad. En ese
sentido, es poco probable, si no imposible, que una política pública de cualquier tipo pueda
resultar del simple proceso de elección de un único actor. La formulación de políticas y su
implementación son inevitablemente el resultado de interacciones entre una pluralidad de
actores separados, con sus intereses, objetivos y estrategias también separadas (Cerrillo
2005)[44]. 

La evaluación y el seguimiento de la política 

La evaluación de políticas públicas es un proceso sistemático y razonado de generación
de conocimiento, a partir de la recopilación, análisis e interpretación de información,
encaminado a la compresión global de una intervención pública- sea ésta una política,
plan, programa o norma-, para alcanzar un juicio valorativo, basado en evidencias,
respecto de su diseño, puesta en práctica y efectos (resultados e impactos)[45].

Evaluar la política sirve para promover la transparencia y la rendición de cuentas a la
ciudadanía, y contribuye a la mejora de la calidad democrática; es una herramienta de
ayuda a la toma de decisiones basada en evidencias; favorece la eficacia y la eficiencia
en la actuación pública, promoviendo una mayor racionalidad del gasto público; es una
herramienta de aprendizaje y contribuye a la mejora de la dimensión estratégica y
operativa de la acción pública y fomenta la participación en la acción pública.

En el ciclo de las políticas públicas, el seguimiento y la evaluación representan la fuente
principal de información para el ajuste de una política pública en todas sus fases:
preparación, agenda pública, formulación e implementación (Secretaría Distrital de
Planeación, 2017)[46]. Así mismo, tanto el seguimiento como la evaluación, son
herramientas de gestión pública que le permiten a la Administración orientar su accionar
hacia resultados, identificando avances, fortalezas, debilidades y logros alcanzados en el
ejercicio de una política. 

En Colombia, con la creación de un Sistema Nacional de Evaluación de Resultados de la
Gestión Pública -SINERGIA- y la Dirección de Evaluación de Políticas Públicas en el seno del
Departamento Nacional de Planeación se pretende realizar evaluaciones estratégicas
externas que deben “producir la información necesaria para mejorar la efectividad, el
diseño y la ejecución de políticas y programas considerados centrales para los objetivos
de desarrollo del país”. Este sistema no ha evaluado de manera integral políticas de drogas
en el país, lo que se ha hecho, se  ha centrado en la reducción de la oferta, dejando de lado
la demanda. 
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De otro lado Colombia también cuenta con  el sistema de monitoreo, seguimiento y
evaluación de la Política Nacional de Drogas - SIDCO[47] desarrollado y administrado por
el Observatorio de Drogas de Colombia, el cual de acuerdo a la Resolución 005 de
2006[48], propone enfocarse en: 

1.      Fomentar un adecuado uso y aprovechamiento de la información para mejorar el
impacto de los planes, programas, proyectos y estrategias de la Política Nacional de
Drogas. b. Definir, gestionar, consolidar y analizar indicadores de impacto que permitan
contar con la información sobre la problemática de las drogas y los impactos de la Política
Nacional de Drogas para evaluar de manera transversal, oportuna e integral las acciones,
estrategias y proyectos desarrollados por la institucionalidad competente en la materia. 

Sugiere varios tipos de indicadores, que le permitan al Gobierno Nacional realizar el
seguimiento en varios niveles: i. Indicadores de impacto: orientados a facilitar la valoración
de la efectividad de la política pública al nivel de impacto. ii. Indicadores de resultados:
orientados a facilitar el seguimiento de la dinámica de los tres resultados de largo plazo
previstos. iii. Indicadores de gestión: orientados a registrar la dinámica de operación de los
frentes de acción. iv. Indicadores de recursos: orientados a registrar las inversiones que
realiza el Estado colombiano para afrontar la problemática de drogas en los niveles
nacional, departamental y municipal. 

2. Gestionar el conocimiento, investigaciones, caracterizaciones, pilotos y diagnósticos
situacionales que permitan determinar y conocer las dinámicas de la problemática de
drogas a nivel nacional, regional y local permitiendo asegurar la implementación efectiva
de intervenciones y estrategias para el logro de los resultados. d. Contribuir con
metodologías y protocolos para la medición del desempeño y resultados de las acciones
adelantadas por la institucionalidad competente en la Política Nacional de Drogas.

Revisando el Sistema SIDCO, si bien contiene información relevante sobre las acciones e
impacto que se tiene en reducción de la oferta, lo relacionado con la reducción de la
demanda, se limita a presentar estudios epidemiológicos, sin dar cuenta de los resultados
e impacto de las acciones en prevención, tratamiento, rehabilitación y reducción de daños 
Se recomienda fortalecer el sistema SIDCO, en lo relacionado con la reducción de la
demanda de drogas en el país.

De otro lado la Resolución 089 de 2019 , por la cual se adopta la Política Integral para la
Prevención y Atención del Consumo de Sustancias Psicoactivas, en su anexo técnico
contempla el monitoreo y evaluación de la política y plantea que esta se realizará a partir
de las encuestas poblacionales de consumo de sustancias psicoactivas, ampliando su
enfoque y su metodología; adicionalmente, se contará con herramientas validadas
basadas en la evidencia disponible para la evaluación del resultado e impacto de las
estrategias en la implementación. Al respecto es necesario agregar que, si bien
periódicamente se realizan estudios epidemiológicos para dar cuenta del consumo de
drogas en distintas poblaciones, no se han realizado evaluaciones de resultados e
impacto. 

Finalmente se hace necesario que los entes de control del Estado, vigilen el cumplimiento
de la implementación de la política, para que esta como ha ocurrido en muchas ocasiones
no se constituya como un “saludo a la bandera” . 
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Desde 1998 la lucha contra las drogas en Colombia se ejecuta a través de 6 estrategias: (1)
Desarrollo Alternativo, (2) Reducción de la Oferta de Drogas, (3) Reducción de la Demanda,
(4) Fortalecimiento Jurídico e institucional, (5) Gestión Ambiental y (6) Política
Internacional. A su vez, cada estrategia se divide en diferentes políticas, programas y
proyectos.

Históricamente la estrategia de reducción de la demanda de drogas es la que agrupa un
mayor número de programas (671 en 2015), pero no es la que recibe más presupuesto.
Reducción de la oferta es la estrategia que más presupuesto recibe, aún sin las cifras del
gasto en seguridad y defensa (la mayoría de las cuales entrarían a engrosarla). En 2013 la
estrategia de reducción de la oferta recibió el 57% del presupuesto de la lucha contra las
drogas, unos $668.541 millones, mientras que todas las demás estrategias combinadas
recibieron $506.110 millones. En 2014 la distribución fue similar: reducción de la oferta recibió
$659.177 millones (58%) y todas las demás estrategias combinadas recibieron un total de
$480.901 millones. En 2015 el gasto total en la estrategia de reducción de la oferta de
drogas cayó en $75.396 millones, pero paradójicamente la proporción de esta estrategia
dentro del total del gasto en la lucha contra las drogas aumentó a 60%. Eso se explica
porque ese mismo año la estrategia de desarrollo alternativo recibió $11.131 millones menos
que en 2014 y $56.964 millones menos que en 2013[49].

El Observatorio de Drogas de Colombia estima que, en promedio, el gasto anual es de 3,8
billones de pesos (ODC, 2017)[50] y da cuenta que en los últimos 20 años, el país ha hecho
una inversión aproximada de 76 billones de pesos, y la mayor parte dirigida a la reducción
de la oferta.

Las acciones de salud pública deben integrarse en un marco más extenso; se requiere un
enfoque integrado más que balanceado entre combate a la oferta y a la demanda, y
fortalecer las acciones de reducción de ésta última potenciando la prevención al consumo,
el tratamiento y rehabilitación bajo el modelo de la abstinencia y la reducción de daños. 

Equilibrar los presupuestos: Reducción de la oferta-
Reducción de la demanda
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El estudio de la comunicación de las políticas públicas se contempló durante años como
un aspecto complementario de las políticas públicas, sin embargo, en la actualidad la
comunicación de las políticas públicas ya no es una cuestión opcional, que pueda ponerse
en marcha (o no) al final del ciclo de las políticas. La definición del problema condicionará
las posibles alternativas de acción y la decisión sobre cuál es la óptima (Moreno, 2012)[51].
Si bien en la política tradicional los Gobiernos tomaban sus decisiones desde una
perspectiva top/down, de manera muy piramidal, apoyados por sus asesores cercanos y
finalmente comunicaban de forma unidireccional, en el contexto actual el diseño y la
implementación de la política pública se realiza o debería realizarse de una manera
participativa. En la actualidad la comunicación de la política pública no es algo
complementario, ni se produce al final de la política, sino que está presente desde la
primera fase de la política pública introduciendo al ciudadano en el propio diseño de la
problemática.

La comunicación de las políticas públicas es, hoy en día, un elemento necesario para
asegurar el éxito de una política, facilitando a la ciudadanía la comprensión de la
intencionalidad de la política y sus efectos, y consiguiendo, a su vez, la mejora en la
interrelación con la ciudadanía y acortando la distancia con ésta en contextos de lejanía y
el considerar que esta no es para las comunidades[52]

La función clave de la comunicación en las políticas públicas es traducir mensajes para la
ciudadanía, simplificándose los discursos para que se comprendan de mejor manera. El
criterio que debe prevalecer es, por una parte, el de respetar la cultura y los lenguajes de la
población con la que se está trabajando, y por otra, el de incorporar activamente a los
actores sociales como generadores de mensajes y protagonistas de los procesos
comunicacionales. Si las políticas públicas son el resultado de una suma de decisiones
consensuadas en las que intervienen tanto agentes del Estado como actores de la
sociedad civil, tales políticas públicas requieren de procesos de comunicación para ser
puestas en común[53], empoderando a las comunidades para que la hagan suya y
además le hagan seguimiento a su ejecución. 

Un óptimo impacto informativo y una correcta percepción social de una acción
institucional o política efectiva se logran mediante el desarrollo de una comunicación
veraz, clara, convincente, moderna, imaginativa y transparente. Lo que no se comunica no
se sabe. Aunque la comunicación en las instituciones y organizaciones políticas es un
elemento indispensable, la mayoría de las veces no pasa de ser nada más que un
elemento coyuntural de las mismas.

Para el caso de esta política, si bien es recomendable comunicarla desde el ente Central,
por las particularidades de la misma y su enfoque territorial, se hace necesario que las
estrategias de comunicación se realicen también a nivel local. Las entidades locales son
las Administraciones más cercanas a los ciudadanos, tiene ventajas competitivas a la hora
de establecer una comunicación de éxito: cercanía + transparencia = confianza[54]. En las
entidades locales no existen filtros en la percepción de la gestión, esta es más directa que
en cualquier otro contexto, las decisiones se toman a pie de calle y los ciudadanos son los
mejores veedores. 

La comunicación: fundamento de las políticas públicas
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